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lelectual por pane de los citados orga-
nismos de normalización a la Adminis-
tración o, alternativamente, modificar
de modo sustancial el sistema español,
en cuanto a que las normas técnicas
continúen siendo voluntarias sin perjui-
cio de la remisión que a ellas realice la
Administración.

Estas son, entre muchas otras, las
cuestiones que suscita la lectura de este
libro que comentamos, verdadero trata-
do sobre la normalización industrial,
cuya publicación no puede sino cele-
brarse.

Ximcna LAZO VITORIA
Universidad de Alcalá

BERMEJO VERA, José: Constitución y De-
porte, Ed. Tecnos, Col. Temas Clave
de la Constitución Española, Madrid,
1998, 312 págs.

El profesor BERMEJO VERA, uno de los
mayores especialistas en Derecho depor-
tivo de nuestro país, despliega en esta
obra gran parte de su saber sobre la
cuestión. El trabajo, enmarcado en la
magnífica colección Temas Clave de la
Constitución, que viene publicando la
Editorial Tecnos, no puede resultar más
acertado en su hilo conductor, el deporte
en la Constitución, y en la temática
abordada, la concepción constitucional
del deporte y la proyección sobre el mis-
mo de los derechos fundamentales y las
libertades públicas (1). Coherentemente,
la obra se estructura en dos partes, pre-
cedidas de un prólogo tremendamente

(1) A J. BERMEJO VERA debemos dos
trabajos, ya clásicos, en la materia. En
primer lugar, El marco jurídico del depor-
te en España, en el núm. 110 de esta RE-
VISTA (1986). págs. 7 y ss. En segundo lu-
gar, «Constitución y ordenamiento jurídi-
co deportivo», en Estudios sobre ¡a
Constitución española. Homenaje al Profe-
sor Eduardo GARCÍA DE ESTERRÍA, vol. II,
Civitas, Madrid, 1991, págs. 1519 y ss., o
«Revista Española de Derecho Adminis-
trativo», núm. 63 (1989), págs. 337 y ss.

sugerente en el que el autor sienta algu-
nas de las bases de su estudio. La prime-
ra de ellas se dedica al deporte en la
Constitución, mientras que la segunda,
permítaseme el juego de palabras, se de-
dica al deporte desde la Constitución (2).

La parte primera del libro se dedica al
análisis del tratamiento constitucional
del deporte, al deporte en la Constitu-
ción. Nuestra Constitución, con toda su
complejidad y fuerza, resulta innovado-
ra en materia deportiva. El deporte apa-
rece en ella y este solo hecho, que apare-
ce, constituye por sí mismo un factor de
originalidad respecto de otros textos
constitucionales como cuestión que ha
de ser objeto de atención por parte de
todos los poderes públicos, cada uno en
su ámbito propio de competencias, y, lo
que es más importante, por parte del
Derecho. La inserción del deporte en la
Constitución ha determinado, en unión
de otros factores analizados en algún
trabajo anterior por el propio BERMEJO,
su sumisión al Derecho, su normal in-
serción en el ámbito de las relaciones
jurídicas, superándose así fenómenos de
pretendida exención jurisdiccional que
aún hoy perduran en los estatutos de re-
levantes asociaciones deportivas (3). El
mundo del deporte, en definitiva, no
puede ser un compartimento estanco,
inmune al Derecho por la sola fuerza de
los hechos, cuando no por la utilización
de procedimientos elusivos de las juris-
dicciones nacionales, en el que actua-

(2) La obra comentada dista mucho
de ser un trabajo divulgativo. Sin embar-
go, como contraste, creo que merece la
pena destacar la preocupación del propio
BERMEJO, consecuencia acaso de su con-
dición de jurista y deportista, por divul-
gar entre quienes, como él, son activos
practicantes de las diferentes modalida-
des deportivas, el derecho que las disci-
plina. Baste citar, en este sentido, la obra
que dirigió con el título Guia jurídica del
fútbol aficionado (Marco legal y cuestiones
estatutarias, laborales y fiscales), Real Fe-
deración Española de Fútbol, Madrid,
1998, en la que tuve el placer de partici-
par.

(3) J. BERMEJO VERA, El conflicto de-
portivo y la jurisdicción, en «Documenta-
ción Administrativa», núm. 220 (1989),
págs. 192 y ss.
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rían unos organismos —Comité Olímpi-
co Internacional, Federaciones interna-
cionales en las diferentes modalidades
deportivas— investidos de una especie
de poder absoluto y originario análogo
al poder soberano oponible a los Esta-
dos y su Derecho o, incluso, al propio
Derecho internacional.

Especial atención presta el autor al
modo en que ha de tener lugar la inter-
vención de los poderes públicos en el
deporte, intervención que, primero, ha
de tomar en consideración la naturaleza
multiforme y tremendamente dinámica
del mismo ya que, en función del modo
en que concibamos el deporte, la inten-
sidad de la intervención pública requeri-
da será muy diferente. Por otra parte, en
segundo lugar, no puede olvidarse que
la Constitución utiliza el término «fo-
mentar», que, lejos de facilitar una am-
plia y variada intervención pública en el
deporte, parece constreñirla al tradicio-
nal sentido de la acción de fomento,
como pretenden quienes defienden la
esencia fundamentalmente privatística
del deporte. Sin embargo, para BERMEJO
deben buscarse fórmulas que permitan
acomodar muy diferentes acciones en la
materia de los diferentes poderes públi-
cos, pues su intervención no debe limi-
tarse a subvencionar al mundo del de-
porte, concebido con mayor o menor
amplitud. El deporte es un fenómeno lo
suficientemente rico y variado como
para exigir una intervención pública
multiforme comprensiva, por supuesto,
de simples acciones de fomento, pero
también de otras de servicio público o
policía. En todo caso, la necesidad mis-
ma de intervención pública vendría a
impedir, y en esto la tesis del autor no
puede sino compartirse plenamente, la
pretendida independencia del fenómeno
deportivo. Por lo demás, para BERMEJO
el término de fomento ha de interpretar-
se necesariamente en su sentido consti-
tucional, amplio y habilitante, en conse-
cuencia, de una relevante intervención
pública colaborando con el poder de-
portivo privado que permita alcanzar
los objetivos constitucionales en el sec-
tor.

Pero ¿qué poderes públicos son los
llamados a intervenir en materia depor-
tiva? La cuestión, que no plantea pro-

blemas desde perspectivas funcionales
habida cuenta del carácter de principio
rector que tiene la referencia constitu-
cional al deporte, dista mucho de estar
perfectamente resuelta desde el punto
de vista territorial en el bloque de cons-
titucionalidad. No puede dejar de resul-
tar sorprendente, por ello, que no haya
sido ésta una cuestión objeto de grandes
ni graves polémicas ni en sede doctrinal
ni ante el Tribunal Constitucional. So-
bre el deporte confluye la acción con-
junta de todos los poderes públicos y,
entre ellos, de forma destacada, de los
diferentes niveles de gobierno del Esta-
do autonómico. Pese a que la Constitu-
ción permitió a todas las Comunidades
Autónomas asumir competencias sobre
promoción del deporte, como efectiva-
mente hicieron, ello no supuso el des-
apoderamiento total en la materia del
Estado o del nivel de gobierno local. Am-
bos ostentan competencias en materia
deportiva y su acción, amparada en las
mismas, concurre con la desarrollada
por las Comunidades Autónomas. Ahora
bien, son éstas las que ostentan compe-
tencia exclusiva para regular el deporte
en su correspondiente ámbito territorial
y funcional, pero sólo en ese ámbito.
Más allá, esto es, trascendiendo del te-
rritorio de una concreta Comunidad o
del mismo Estado, y esto es inevitable
en un entorno competitivo, ha de ser ne-
cesariamente éste el competente. La li-
mitación de las competencias autonómi-
cas a su propio territorio, la competen-
cia estatal en materia de relaciones
internacionales, la existencia de compe-
ticiones deportivas de ámbito supraau-
tonómico, entre otras razones, constitu-
yen base suficiente para sostener la
competencia estatal. Por lo demás, jun-
to a Estado y Comunidades Autónomas,
también el gobierno local tiene garanti-
zada su intervención en el deporte nada
más y nada menos, en el caso de los Mu-
nicipios, que como un contenido ínsito
en la autonomía que la Constitución ga-
rantiza. Sin embargo, la legislación bá-
sica estatal, como acertadamente expli-
ca BERMKJO, se limitó a garantizar a los
Municipios competencia genérica sobre
actividades o instalaciones deportivas
consignando como servicio obligatorio
en algunos Municipios la existencia de
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instalaciones deportivas de uso público.
A partir de ahí, y ante el lógico —por
obligado— silencio de la legislación de-
portiva estatal, han de ser —han sido
ya— Jas Comunidades Autónomas las
que desarrollen, ampliándolo normal-
mente, el papel reservado a las Entida-
des locales en materia deportiva (4).

La segunda parte de la obra, dedicada
específicamente al estudio de los dere-
chos fundamentales y libertades públi-
cas incidentes sobre el deporte, consti-
tuye un estudio paradigmático de los
positivos resultados que produce la con-
fluencia de práctica y dogmática; estu-
dio, además, teñido por la pasión que,
como reconoce él mismo y sabemos
quienes tenemos el placer de disfrutar
de su magisterio y amistad, suscitan en
BERMEJO Derecho y deporte. Son diver-
sos los temas que, siempre desde la
perspectiva de la proyección de los dere-
chos fundamentales sobre el deporte,
estudiando éste desde la Constitución,
aborda el autor. Temas tales como la tu-
tela judicial efectiva —tan cuestionada,
expresa y conscientemente, desde muy
relevantes instancias deportivas—, la
igualdad, el derecho a acceder a las fun-
ciones públicas o el derecho fundamen-
tal a comunicar y recibir información
en relación con el deporte (5). No obs-
tante, quizá el que más ocupa —y preo-
cupa, a juzgar por la profundidad de sus
reflexiones— a BERMEJO es el asociacio-
nismo deportivo.

(4) En el deporte, como en muchos
otros ámbitos, el papel de las Comunida-
des Autónomas, que algunas de ellas rei-
vindican con cierta vehemencia en los úl-
timos años, resulta esencial. De la aten-
ción de BERMEJO por el Derecho deportivo
autonómico, por lo demás, da muestra el
volumen Comentarios a la Ley del Deporte
de Aragón, Cortes de Aragón, Zaragoza,
1998, dirigido por él mismo y en el que
tuve el placer de participar, así como los
diferentes comentarios realizados a las
diversas leyes autonómicas del deporte
publicados en la «Revista Española de
Derecho Deportivo», dirigida desde su
primer número por el propio BERMEJO.

(5) Vid. J. BERMEJO VERA, Derechos
fundamentales, información y deporte,
«Revista Española de Derecho Constitu-
cional», núm. 51 (1997), págs. 65 y ss.

Especialmente lúcido resulta el traba-
jo de BERMEJO en relación con el dere-
cho de asociación, tanto cuando lo
aborda desde una perspectiva deportiva
general (6) como al proyectarlo, más es-
pecíficamente, sobre Federaciones De-
portivas y Ligas Profesionales (7). Desde
la primera perspectiva, BERMEJO centra
su atención en el contenido del derecho
fundamental de asociación y, en parti-
cular, en las peculiaridades que cabe de-
tectar en el contenido del derecho de
asociación deportiva, y ello, en esencia,
porque la existencia de determinadas
asociaciones que ejercen en monopolio
funciones públicas y a las que puede im-
ponerse, por tal razón, la pertenencia
obligatoria, acarrea un correlativo dere-
cho a pertenecer a las mismas. En la
obra se explica, como contraste, el caso
sangrante de la Unión Deportiva Mahón,
que, habiendo suscrito un pacto antes
de la Constitución de «renuncia» parcial
a su finalidad asociativa, viene asistien-
do atónita a un proceso en el cual hasta
el mismo Tribunal Constitucional le nie-
ga el derecho a recuperar aquello que
dejó de ejercer, voluntariamente, pero
nunca pudo perder, su derecho de aso-
ciación (8).

Por otra parte, también en relación
con el derecho de asociación, desde la
segunda de las perspectivas antes enun-

(6) Desde esta perspectiva, vid. el bre-
ve y lúcido comentario jurisprudencial ti-
tulado Sobre ¡a dimensión constitucional
del derecho de asociación: consecuencias y
efectos (Sentencia del Tribunal Supremo
de 23 de mayo de 1994), «La Ley», núm.
3793 (2 de junio de 1995), págs. I y ss.,
así como, muy especialmente, el trabajo
La dimensión constitucional del derecho
de asociación, en el núm. 136 esta REVISTA
(1995). págs. 119yss.

(7) Entre los diversos trabajos de
BERMEJO que aluden a esta cuestión debe
destacarse, por todos, «Entes instrumen-
tales para la gestión de la función pública
del deporte: las Federaciones Deporti-
vas», en Administración instrumental. Li-
bro homenaje a CLAVERO ARÉVALO, vol. I.
Civitas, Madrid, 1994, págs. 299 y ss.

(8) Sobre el asunto de la Unión De-
portiva Mahón, vid. D. MERCADAL BAGUR
y J. BERMEJO VERA, La Unión Deportiva
Mahón, Menorca, 1997.
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ciadas, estudia BF.RMEJO el peculiar régi-
men a que están sujetas Federaciones
Deportivas y Ligas Profesionales, ambas
claramente configuradas como asocia-
ciones privadas de configuración legal,
que ejercen, de forma evidente en el
caso de las Federaciones, funciones pú-
blicas de carácter administrativo. Es co-
nocida la polémica doctrinal desatada
en torno a la naturaleza de las Federa-
ciones Deportivas, respecto de la cual
cabe citar, en uno y otro sentido, esto
es, a favor de su configuración como
asociación privada de configuración le-
gal o en defensa de su condición de Ad-
ministración corporativa, trabajos de
R. PARADA O A. CAMPS POVILL e I. AGI-
RREAZKUENAGA, respectivamente, donde
se recogen las diferentes aportaciones al
debate (9). Pero esencial en este punto,
justo es reconocerlo, ha sido la contri-
bución del propio BERMEJO, quien, sobre
la base de diversos pronunciamientos
legales y jurisprudenciales, viene soste-
niendo, como hace de nuevo en la obra
que se comenta, la naturaleza privada
de las Federaciones Deportivas. Para
BERMEJO, una asociación integrada por
asociaciones indiscutiblemente privadas
no puede tener otra calificación, salvo
que expresamente así lo disponga la
ley. Y no sólo no lo hace así, como he-
mos visto, la Ley del Deporte de 1990,
sino que, al contrario, las Federaciones
quedan incluidas conforme a la misma

(9) A. CAMPS POVILL, Las Federaciones
Deportivas. Régimen jurídico, Civitas, Ma-
drid, 1996, págs. 108 y ss.; S. R. PARADA
VÁZOUF.Z, Derecho administrativo II. Orga-
nización v empleo público, Marcial Pons,
12.a ed., Madrid, 1998, págs. 343 y ss.,
ambos considerando las Federaciones
Corporaciones, e I. AGIRREAZKUENAGA, In-
ten>ención pública en el deporte, Civitas-
IVAP, Madrid, 1998, págs. 253 y ss. En
relación con las Ligas Profesionales,
M. BASSOLS COMA, «Las Ligas deportivas
profesionales: Sus relaciones jurídicas
con los clubes y federaciones deportivas»,
en Administración instrumenta! (Libro ho-
menaje a Manuel Francisco CiAvr.RO ARÉ-
VALO), Civitas-lnstituto García Oviedo,
Madrid, 1994, págs. 275 y ss., o, con ca-
rácter general, R. TEROL GÓMEZ, Las Ligas
Profesionales, Aranzadi, Pamplona. 1998.
págs. 217 y ss.

entre las asociaciones de configuración
legal (10), sobre las que tiene lugar una
amplia intervención de la Administración
deportiva que alcanza incluso los elemen-
tos internos de su vida orgánica (11). Del
mismo modo, también las Ligas Pro-
fesionales son asociaciones de configu-
ración legal que, a diferencia de las
Federaciones Deportivas, no han sido
declaradas de utilidad pública, aunque
ostenten, en virtud de la propia Ley del
Deporte, la competencia para organizar,
en régimen de monopolio, una competi-
ción profesional de ámbito nacional, y,
además, calificada como oficial por el
Consejo Superior de Deportes. Por esta
razón, porque la competición que orga-
niza es la competición oficial, la única
competición oficial de ámbito nacional
y carácter profesional en España en
cada modalidad deportiva, que da acce-
so a competiciones internacionales, la
Liga Profesional no puede ser calificada
como asociación privada de régimen co-
mún. En todo caso, en las Ligas Profe-
sionales, que son mucho más que sim-
ples órganos federativos, confluyen una
serie de problemas subjetivos y funcio-
nales que las convierten en un fenóme-
no especialmente interesante. Así se
pone de relieve, sobre todo, cuando se
hace preciso valorar la naturaleza de la
función ejercida por la Liga con objeto
de determinar la procedencia de la acti-
vidad administrativa de supervisión y
control, porque la competición que or-
ganizan las Ligas es oficial porque así la
ha calificado la Administración deporti-
va, así como porque la Administración
deportiva ostenta unas competencias,
que le han sido atribuidas para la conse-
cución de unos fines de carácter públi-
co, que, en la medida en que se vean

(10) J. BERMEJO VERA, El marco jurídi-
co del deporte en España, cit., págs. 25-30,
o «Administración y deporte», en Derecho
administrativo. Parte especial, Civitas, 4."
ed., Madrid, 1998, págs. 227 y ss.

(11) Al respecto, vid., en términos crí-
ticos con la amplitud del control público
sobre la vertiente asociativa de las Fede-
raciones, mi trabajo ¿Quién controla las
elecciones federativas?, «Revista Española
de Derecho Administrativo», núm. 1
(1993), págs. 69 y ss.
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afectadas por la actuación de la Liga
Profesional, justifican su intervención
activa en el ámbito de competencias de
ésta (12). La tensión que puede detec-
tarse en el régimen jurídico de las Ligas
Profesionales la pone de manifiesto ma-
gistralmente BERMEJO cuando advierte
que «si las Ligas Profesionales son "Aso-
ciaciones de configuración legal", no
cabe excluirlas de la consideración de
Entes sometidos a la tutela y control de
la Administración Pública, por las mis-
mas razones que se tutela y controla a
las Federaciones Deportivas Españolas.
Si, por el contrario, son Entes de natu-
raleza privada, totalmente sometidos a
Derecho Privado, se encuentran protegi-
dos por el contenido esencial del dere-
cho fundamental de asociación, lo que
impediría regulaciones limitativas que,
sin duda, ahora les alcanzan» (13).

Desde la perspectiva del Derecho admi-
nistrativo, lo cierto es que la peculiar con-
figuración de Federaciones y Ligas resul-
ta en extremo interesante no tanto por lo
que respecta a su naturaleza cuanto por
su carácter de agentes colaboradores de
la Administración pública. Como tales
agentes, estas entidades ejercen, por dele-
gación, funciones públicas de carácter
administrativo (14), frente a su actuación
cabe recurso ante la Administración titu-
lar de la competencia y, finalmente, care-
cen de la posibilidad de accionar frente a
la resolución agotadora de la v/a adminis-
trativa que dicte la Administración tute-
lante (así, en relación con las Federacio-

(12) Vid. mi trabajo Notas sobre la Re-
solución de la Secretaría de Estado-Presi-
dencia del Consejo Superior de Deportes de
10 de agosto de 1995, «Revista Española
de Derecho Deportivo», núm. 5 (1995),
págs. 39 y ss.; M. FUERTES LÓPEZ, Asocia-
ciones y sociedades deportivas, Marcial
Pons, 1992, págs. 129 y ss.; M. BASSOLS
COMA, «Las Ligas deportivas profesiona-
les. Sus relaciones jurídicas con los clu-
bes y federaciones deportivas», cit., págs.
275-298; y, recientemente, R. TEROL
GÓMEZ, Las Ligas Profesionales, Aranzadi,
Pamplona, 1998, págs. 303 y ss.

(13) Así lo expresa BERMEJO en la
obra comentada, págs. 209 y 210.

(14) En contra, por todos, I. AGI-
RRKAZKCENAGA, Intervención pública en el
deporte, cit.. págs. 264 y ss.

nes, vid. SSTS de 24 de junio de 1988,
Arz. 5107; 1 7 de febrero de 1998, Arz.
1600). Uno de los fundamentales proble-
mas radica en determinar el régimen jurí-
dico conforme al cual Federaciones y Li-
gas han de ejercer las funciones públicas
de carácter administrativo. Así, indepen-
dientemente de que consideremos las
funciones que las Federaciones ejercen
bajo control público como genuinas fun-
ciones públicas de carácter administrati-
vo o funciones privadas de interés públi-
co, es lo cierto que debe reconocerse la
aplicabilidad, al menos parcial, de ciertas
disposiciones administrativas y, de forma
muy relevante, de la mayor parte de las
disposiciones que la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, dedica al
régimen jurídico (15). Como ha señalado
el propio BERMEJO, la combinación de la
clásica construcción de la delegación, la
existencia de control administrativo y la
implicación de fondos públicos permite
sostener la aplicabilidad en sede federati-
va de tales disposiciones (16).

La obra comentada es, sin duda, fiel
reflejo de su autor, que, como bien sabe-
mos sus discípulos, a la faceta de jurista
une la de deportista. Es una obra, lo re-
conoce el propio autor, que rezuma pa-
sión por el Derecho y pasión por el de-
porte. Poco más puede decirse. Que el
lector interesado lo compruebe por sí
mismo.

Julio C. TEJEDOR BIELSA

(15) No me resisto a plantear, sobre
la base de la jurisprudencia del Tribunal
de Justicia, la cuestión del régimen de
contratación de unas Entidades que,
como las Federaciones Deportivas o las
Ligas Profesionales, ejercen funciones pú-
blicas bajo control público, gestionan
fondos públicos (en parte) y ostentan un
evidente monopolio en relación con una
actividad que, al menos en algunas moda-
lidades deportivas, tiene un innegable
contenido económico.

(16) J. BERMEJO VERA, «Entes instru-
mentales para la gestión de la función pú-
blica del deporte: las Federaciones Depor-
tivas», cit., 1994, pág. 316. A similar re-
sultado, aunque por diferente camino,
llega I. ACIRREAZKÜENAGA, Intervención
pública en el deporte, cit., págs. 264 y ss.
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